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Resumen 

 

 
El presente estudio tuvo por objetivo analizar de qué manera las etapas de 

los procesos judiciales por faltas inciden en el acceso a la justicia en el Juzgado 

de paz letrado de Imperial cañete – 2022. En cuanto a la metodología fue de tipo 

descriptivo, se aplicó el enfoque cualitativo y el diseño de investigación fue la teoría 

fundamentada. Aunado a ello, la población participante la constituyeron 10 

especialistas en derecho penal del Juzgado señalado. Las técnicas utilizadas para 

la recolección de datos fue la entrevista y el análisis de documentos, utilizando para 

ello la guía de entrevista y la guía de análisis documental como instrumentos. Los 

hallazgos permitieron concluir que en la calificación de la denuncia y en la audiencia 

se vulnera el acceso a la justicia debido a la afectación a la celeridad procesal y a 

la tutela Jurisdiccional efectiva en los procesos por faltas. Es decir, en los procesos 

de faltas se incide negativamente en el acceso de justicia, los usuarios no prosiguen 

los procesos por la dilación procesal y, específicamente, en las audiencias virtuales, 

muchos de los usuarios no tienen este acceso; adicionalmente, la legislación no 

permite una adecuada protección porque estos procesos son de menor afectación. 

 

 
Palabras clave: Procesos por faltas, acceso a la justicia, derechos de los 

ciudadanos. 
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Abstract 

 

 
The objective of this study was to analyze how the stages of the judicial 

processes for misdemeanors affect access to justice in the Imperial Cañete Justice 

of the Peace - 2022. Regarding the methodology, it was descriptive, the qualitative 

approach and the research design was the grounded theory. In addition to this, the 

participating population was made up of 10 criminal law specialists from the 

aforementioned Court. The techniques used for data collection were the interview 

and the analysis of documents, using the interview guide and the documentary 

analysis guide as instruments. The findings allowed us to conclude that in the 

classification of the complaint and in the hearing, access to justice is violated due to 

the affectation of procedural speed and effective Judicial protection in proceedings 

for misdemeanors. That is to say, in misdemeanor processes there is a negative 

impact on access to justice, users does not continue the processes due to 

procedural delay and, specifically, in virtual hearings, many of the users do not have 

this access; additionally, the legislation does not allow adequate protection because 

these processes are less affected. 

Keywords: Proceedings for misdemeanors, access to justice, citizens' 

rights. 
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I. INTRODUCCIÓN: 
 

A nivel internacional, sobre todo en esta parte del mundo, los países 

enfrentan el problema de escaza articulación de las demandas sociales con las 

políticas públicas generando altos grados de desconfianza de los estados. Por 

ende, las demandas sociales son crecientes, la desconfianza aumenta en la 

población en relación con los organismos estatales, y en especial de aquellas 

entidades que constituyen los sistemas de justicia. El derecho a estar informado 

está relacionado al derecho de acceder a la justicia, por ello los sujetos inician 

procesos legales por serias violaciones de sus derechos humanos en busca de 

justicia (Otero-Medina, 2021). En Ecuador, se tiene evidencia de las acciones 

tomadas durante la pandemia por Covid-19 al respecto indica García y Celi (2020) 

“se agravó la situación del sistema judicial que ya venía debilitado con serios 

cuestionamientos sobre su capacidad de cobertura causando grave afectación de 

los derechos de los usuarios al acceso oportuno a la justicia” (p.211). En su 

investigación, García (2019) refiere que el sistema argentino su Código Penal no 

contempla mención con respecto a faltas y solo hace referencia a la ley de policía 

por transgresiones con contravenciones. 

 

Estudios realizados en el Perú como el de Vásquez (2019) precisan que 

durante “los procesos por faltas son ventilados los sucesos no son considerados 

como delitos y cuya reprochabilidad es ínfima, consiguientemente, se da la 

posibilidad de que la defensa sea ejercida por las referidas partes procesales” 

(p.14). En el Perú, acceder a la justicia constituye un fundamental derecho que 

muchos desean alcanzar para satisfacer sus necesidades de justicia a través de 

mecanismos que pueden tener una visión de mayor amplitud sobre los derechos, 

de tal manera que exista una mejor conectividad con las requeridas actualmente 

por la ciudadanía (Muchica, 2016). 

 

El estudio aborda la desatención de los ciudadanos de parte del organismo 

de justicia, quien es garante de los derechos ciudadanos, así como de las 

condiciones difíciles que han venido operando. Estos aspectos, evidencian la poca 

responsabilidad institucional desde el sistema judicial, así también la escasez de 

garantías y medios para el acceso a la justicia y poder obtener justos 
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resultados, demostrando crisis institucional, que se dieron con mayores 

indicadores durante la pandemia y postpandemia. 

 

En el Juzgado de Paz Letrado de Imperial, en Cañete, región Lima 

Provincias, donde se registran numerosos casos de función civil, comercial, 

contencioso administrativo, civil – familia, se encuentran numerosos casos en que 

la población siente que alcanzar justicia en las innumerables faltas que se 

ocasionan por la vulneración a sus derechos fundamentales es poco accesible, 

actualmente el acceso a la justicia del ciudadano peruano es poco cierto. 

 

Los medios de comunicación a diario dan a conocer los casos de vulneración 

de derechos de los ciudadanos, ya sea por violencia psicológica o física, sicariato, 

robo, homicidio entre otros. No se encuentra seguridad en la vía pública es común 

ser víctima de robo de celular y objetos personales, sin embargo, los delincuentes 

o agresores son llevados a la policía y las victimas los denuncian, pero al poco 

tiempo estos agresores o delincuentes son liberados. 

 

La legislación peruana tiende a minimizar aquellos actos antisociales que 

presenta particularidades de tipo penal con poca trascendencia como faltas que se 

hallan reguladas y contempladas en el código penal en su libro tercero y en el 

código procesal penal en su libro quinto denominado como Proceso Especial” 

(García, 2019, p.15). Esto nos lleva a profundizar en el estudio de las faltas y el 

acceso a la justicia. Por ende, el estudio es de gran importancia porque permitirá 

contrastar las variables de estudio y establecer los grados de relación mediante la 

prueba de hipótesis desde la percepción del usuario quienes son los ciudadanos 

afectados directamente. Es pertinente porque la información permitirá dar 

información relevante del acceso a la justicia que persigue como objetivo del estado 

peruano y de otros países de la región, porque comprende de una justicia poco 

efectiva y accesible para la mayoría de los ciudadanos. 

 

La problemática ya explicada plantea la pregunta siguiente en base a los 

constructos: ¿De qué manera las etapas de los procesos judiciales por faltas 

inciden en el acceso a la justicia en el Juzgado de Paz letrado de Imperial de la 

provincia de Cañete – 2022?, para ello se profundizará en las subcategorías de 

cada constructo y categoría de la investigación, el recojo de datos y la evaluación 
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de los supuestos, de donde van a desprenderse problemas específicos como: (a) 

¿De qué manera la calificación de la denuncia incide en la celeridad procesal en 

el juzgado de paz letrado Imperial – Cañete – 2022?, (b) ¿De qué manera la 

audiencia en los procesos judiciales por faltas incide en la tutela jurisdiccional 

efectiva en el juzgado de paz letrado Imperial – Cañete - 2022? 

 

La justificación de la investigación radica en la contribución de poder 

determinar si los procesos judiciales por faltas se están llevando de acuerdo con 

lo que indica la norma del código penal. El estudio va acorde a la declaración de 

los derechos del hombre y del ciudadano. Referente a la justificación metodológica 

el estudio permite hacer interpretaciones con la fundamentación de las doctrinas, 

normas y jurisprudencias al realizar la configuración de la triangulación y análisis 

de los hallazgos, que servirán como un documento de consulta para futuros 

estudios y como un aporte a la literatura académica. De acuerdo con Bernal (2010) 

y Blanco y Villalpando (2012), metodológicamente una investigación se justifica en 

la medida que desarrollan o proponen estrategias o métodos nuevos que permiten 

obtener conocimientos confiables o válidos. 

En la justificación práctica esta investigación está orientada a analizar y 

explicar la problemática ocasionada en las etapas de los procesos judiciales por 

faltas lo cual ocasiona dificultades y obstáculos que vulneran el acceso a la justicia 

no permitiendo que esta de lleve de la mejor manera causando demoras en la 

solución del conflicto y perjudicando a los usuarios del Juzgado de paz letrado. 

 

Como objetivo general el estudio se propuso “Analizar de qué manera las 

etapas de los procesos judiciales por faltas inciden en el acceso a la justicia en el 

Juzgado de paz letrado de Imperial cañete – 2022”. Como objetivos específicos 

se plantearon: (a) Identificar de qué manera la calificación de la denuncia incide 

en la celeridad procesal en el Juzgado de paz letrado de Imperial cañete – 2022. 

(b) Analizar de qué manera la audiencia en los procesos judiciales por faltas 

incide en la tutela jurisdiccional efectiva en el Juzgado de paz letrado de Imperial, 

Cañete – 2022. 
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De acuerdo con el objetivo, se propuso como supuesto general: En la 

calificación de la denuncia, así como en la audiencia se vulnera el acceso a la 

justicia durante el proceso por faltas. Como supuestos específicos se plantearon: 

(a) En la calificación de la denuncia se vulnera la celeridad procesal porque la 

comisaria remite todas las denuncias al Juzgado de Paz Letrado de Imperial 

Cañete, cuando este no tiene competencia para ver todos los procesos. (b) En la 

audiencia de procesos judiciales por faltas, es vulnerada la tutela Jurisdiccional 

Efectiva porque no todas las denuncias llegan a tener una sentencia firme debido 

a que son archivadas. 
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II. MARCO TEÓRICO. 
 

En los antecedentes internacionales encontramos trabajos como el de De 

Alba (2021) en su estudio que tuvo como objetivo analizar el avance y límites de la 

justicia transicional de Colombia con impacto de la participación política en los 

miembros y grupos desmovilizados que van contra los derechos de aquellas 

víctimas en la justicia en el contexto del conflicto armado de ese país. Es un estudio 

de enfoque cualitativo, que empleo como técnica la observación y análisis 

documental. Concluyó que los alcances de la justicia transicional son cuestionables 

cuando se trata de aplicabilidad material, presentándose un análisis centrado en el 

derecho de las víctimas, como el derecho a la justicia. 

En Colombia se tiene a Tirado y Cáceres (2021), el propósito de su estudio 

fue “describir los avances cibernéticos principales que se han desarrollado a nivel 

interno respecto de la materia y analizar el actual panorama de aplicabilidad de 

dichos adelantos en garantía del derecho en comento”. En cuanto a la metodología 

es un estudio cualitativo que utilizó una estrategia hermenéutica contextual y 

documental. El estudio le permitió concluir que a nivel interno los derechos al 

acceso a la justicia están consagrados en muchos textos normativos y además se 

disponen en la práctica con herramientas tecnológicas que en efecto acercan a la 

población a su acceso a las administraciones de justicia. De lo mencionado se 

permite la fijación de algunos básicos e importantes retos que el Estado colombiano 

debe cumplir. 

En Chile se encontró el estudio de La Torre (2022) tuvo como objetivo 

“analizar de manera precisa los aspectos de la Ley IVE que tienen que ver con los 

accesos a la justicia en niñas menores de 14 años”. En cuanto a la metodología, 

fue un estudio cualitativo se centra a profundidad de la Ley 21030, incluyendo una 

breve historia sobre la legislación del aborto y de la Ley IVE, en virtud de la extensa 

discusión que se dio a nivel parlamentario y las consideraciones para llegar a su 

dictación. Fue un análisis jurídico. Teniendo como resultados del estudio que la 

función de las instituciones y organismos se encuentran entrelazadas, lo cual 

constituye un fundamento importante que debe considerarse para la mejora de la 

regulación interna sobre la Ley 21030. 
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En México el estudio de Rodríguez-Ramos (2021) tuvo como propósito 

analizar la necesidad de materializar el mandato constitucional para acceder a 

una justicia alternativa mediante la implementación de una instancia prejudicial de 

carácter obligatorio para conciliar en materia civil y familiar. Es un estudio cualitativo 

cuya muestra participante fueron los funcionarios conciliadores expertos. 

Concluyéndose que tanto las partes involucradas en conflictos se pueden someter 

previamente al proceso, en una vía diferente con resolución de conflicto donde 

tendrán la oportunidad para crear una solución. 

A continuación, se tienen los trabajos previos en el ámbito nacional donde 

se encontró el trabajo de Vásquez (2019) que tuvo como objetivo principal acreditar 

que la elisión excepcional de la defensa técnica legal en el proceso por faltas tiene 

su sustento en la conclusión de los procesos debido a que las partes llegan a 

conciliar, con igual trascendencia de conflictos jurídicos y con la plena vigencia de 

su derecho a defensa de los justiciables, en base a estudios de casos diligenciados 

entre los años 2015 y 2017 de los Juzgados de Paz Letrados pertenecientes a la 

ciudad Chiclayo. Es un estudio cualitativo de tipo Jurídico social explicativa, la 

muestra estuvo conformada por 62 abogados, utilizó la técnica de la encuesta. 

Concluyendo que el proceso especial como el proceso por faltas tipificadas según 

el orden penal, por no considerarse delito y carecer de mucha reprochabilidad frente 

la sociedad, puede ser sujeto de solución para darse a través de un medio 

alternativo en la resolución de un conflicto, lo que beneficia la descarga procesal 

que existe en los juzgados. 

Cárdenas et al., (2021) desarrollaron un estudio cuyo fin se centró en 

estudiar la audiencia pública como un mecanismo de diálogo para la identificación 

de barreras que dificultan acceder a la justicia en las comunidades campesinas. La 

investigación empleó una metodología cualitativa, realizando el análisis 

documental, obteniendo hallazgos mediante audiencias, que permitieron obtener 

una perspectiva sobre administración de justicia en poblaciones marginadas por el 

estado en relación con la estructura social, lo cual posibilita también que 

manifiesten su derecho en participar, lo que contribuye a evitar los conflictos y 

violencia en las comunidades campesinas de la Región Junín. Concluyéndose que 

la audiencia pública se convierte en un mecanismo útil influyendo de manera 
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adecuada para identificar barreras de acceso a la justicia, pues la información se 

obtiene de forma directa con la propia administración de justicia en los miembros 

de la comunidad campesina, lo cual permite transformar las relaciones entre 

administración de justicia de las comunidades campesinas. 

Sánchez (2019) en su estudio planteó como objetivo determinar cómo incide 

el proceso por faltas en los niveles de ejecutabilidad en las resoluciones publicadas 

por los diferentes juzgados de paz letrado de Tumbes. Para dicho fin se propuso 

analizar el ordenamiento jurídico con respecto del proceso por faltas, así como las 

resoluciones de índole judicial en cada proceso penal por faltas y medir la 

percepción del operador jurídico (abogado y litigante) sobre la incidencia de la 

regulación jurídica de proceso por faltas. El estudio cualitativo recolecto datos 

en base a las sentencias y actas de audiencias. Concluyó que la estructura 

normativa de procesos especial por faltas incide negativamente en la ejecutabilidad 

de los pronunciamientos finales de los juzgados de paz letrados en Tumbes. 

Acuña (2020) en su tesis tuvo como objetivo analizar los sustentos de 

regulación de la participación del Ministerio Público (MP) en el proceso por faltas 

para garantizar la vigencia de los principios acusatorios. Es un estudio cualitativo 

que contó con una población de 823 abogados del Colegio profesional de Huaura 

y la muestra fueron 86 participantes, utilizó una entrevista estructurada. La 

conclusión a la que arriba es que existe la necesidad de regular la participación 

del MP en un proceso por faltas, siempre que el hecho que la investigación y 

acusación de dichos procesos penales estén reservadas exclusivamente para 

Jueces de Paz Letrados y excepcionalmente para Jueces de Paz, que genera un 

proceso que no garantiza la división de funciones que el principio acusatorio 

franquea, un proceso que vulnera la imparcialidad judicial y la formulación 

acusatoria por sujeto procesal diferente del juzgador. 

Vásquez (2021) en su artículo sostiene que abordar los problemas de 

corrupción en la administración de justicia en el Perú suele ser una compleja tarea, 

más aún al tratarse de una práctica instalada, estructural e histórica. La 

investigación es de enfoque cualitativo y la conclusión presenta alcances del 

derecho fundamental en el acceso a la justicia, además de una aproximación a la 
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problemática de la corrupción en el ámbito judicial en el Perú. En los procesos 

judiciales identifica los avances en las políticas institucionales y los desafíos que 

tiene Poder Judicial, así como las implicancias con relación al derecho y acceso a 

la justicia. 

En cuanto a la categoría procesos judiciales por faltas, éstas están tipificadas 

en el Código Penal (CP) en el libro tercero y en el quinto libro del Código Procesal 

Penal. El proceso de faltas es definido, según Gómez y Gonzalo (2005) mencionado 

por Vásquez (2019) quien indica que: son acciones que no son de carácter grave 

que implica un delito, pudiendo ser una vulneración al orden social en público de 

corte moral, así como un atentado a las normas y buenas costumbres que atente 

contra la seguridad física o psicológica de los ciudadanos descritas, calificadas y 

establecidas por la ley. 

Para un mejor abordaje del estudio del proceso por faltas se basa en la teoría 

del delito planteada por Gonzales (2008), este fundamento teórico menciona 

“diversos parámetros que, de manera particular en cada caso, deben analizarse 

con el fin de establecer si se ha afectado un bien jurídico considerándolo 

fundamental” (p.9). Machuca (2011) define a la normativa del proceso de faltas en 

la normativa judicial y estipula como faltas tipificadas a las faltas contra una 

persona, un patrimonio, las buenas costumbres, la tranquilidad y seguridad 

públicas. 

Las faltas contra la persona se encuentran calificadas por ley en razón de la 

gravedad. El artículo 441 del CP refiere a la denominada lesión dolosa o culposa. 

Para el caso de “lesión dolosa será calificada como falta cuando no exceda los diez 

días de asistencia o descanso, pues la persona no puede valerse por sí sola o 

realizar una actividad habitual” (p.20). Las faltas contra el patrimonio, según el 

Código Penal peruano, contemplado en el Título III, las Faltas contra el patrimonio, 

están tipificadas como: “hurto simple y daño, protección de señales satelitales 

encriptadas, usurpación breve, hurto famélico, organizar o participar en juegos 

prohibidos, ingresar animales en inmuebles ajenos”. 

Como subcategorías del proceso de faltas se consideran a la calificación de 

la denuncia y la audiencia: (i) Como calificación de la denuncia se entiende como 

el primer juicio o examen realizado por el fiscal referido a los 
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acontecimientos que son materia de la noticia criminal, lo cual conlleva a que dé o 

no inicio de una investigación, independientemente que la denuncia se haya 

identificado al probable interviniente en hechos (Benavente, 2012 mencionado por 

Gamarra y Paico, 2021). Según el artículo 334 de DL. 957 del código procesal penal 

(2004) el fiscal califica la denuncia y luego de realizar las diligencias preliminares, 

considerase que el hecho denunciado no conforma delito, no es justiciable 

penalmente, presentándose causas de extinción establecidas por la Ley, dispondrá 

que no procede la formalización y continuación de las investigaciones 

preparatorias, y ordenará el archivamiento de lo actuado. También la Oficina de 

Calificación de Denuncias o quien que haga sus veces, debe evaluar prolijamente 

los requisitos mínimos que comprenden la denuncia, para ser admitirla, caso 

contrario se procederá a notificar al denunciante a fin de que pueda subsanar dentro 

de los plazos legales, sino lo hace se archivará la misma, esto con el objetivo que 

pasen solo a investigarse, las conductas que se consideren como graves o muy 

graves. 

En lo que respecta a la subcategoría denominada (ii) Audiencia, ésta es 

entendida como el acto donde son expuestos los hechos, donde son evaluados 

los datos que fueron emitidos en las etapas que antecedieron como la investigación 

preparatoria y en la intermedia; esta audiencia se da en la etapa de Juicio Oral. En 

el sistema de justicia peruano las audiencias pueden brindarse dentro de las 

diferentes etapas de los procesos judiciales. Según el Ministerio de Justicia y 

Derechos Humanos (MJDH) (2015) en el estudio preparatorio existen diferentes 

audiencias como la detención preliminar, comparecencia, prisión preventiva, tutela 

de derechos, terminación anticipada entre otras. Así también en la etapa intermedia 

existe la audiencia de sobreseimiento y acusación. Que a continuación en la etapa 

del juzgamiento está el juicio oral. Por último, en la etapa de impugnación, tenemos 

a la apelación de autos y apelación de la sentencia. 

En lo que respecta a la categoría denominada acceso a la justicia. El MJDH 

(2015) refiere que es aquel derecho fundamental que permite a cada ser humano 

poder ejercer sus derechos de manera justa y equitativa ante las leyes sin prejuicio 

de discriminación por cuestiones de sexo, religión, raza o edad. El acceso a la 

justicia presenta obstáculos, si bien es cierto que los ciudadanos 
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tenemos derechos, ello implica también en el acceso a la justicia requiere un 

sistema de garantías que posibilite su pleno ejercicio. Autores como Birgin (2012) 

en Marchese, Rotondo y Espíndola (2021) en Argentina indican que: el estado tiene 

como obligación establecer condiciones jurídicas y materiales, que garantizan la 

condición de igualdad, pero que sin embargo existen factores que limitan su acceso 

que son de orden material, simbólico y procesal., 

Carvacho, Arriagada y Cofré (2022) hacen referencia a un análisis teórico 

del acceso a la justicia mediante ello se plasma aproximaciones de los mecanismos 

legales que facilitan así como la obstaculización del ingreso de los litigantes al 

sistema judicial, es decir se abordan desde el conflicto cotidiano de los individuos, 

sus percepciones y formas de enfrentarlos (Cappelletti 1993, Sandefur 2008). 

Derivándose del reconocimiento del que los sujetos hacen frente a un diversas 

circunstancias y conflictos que derivan en un conflicto legal (Farrow, 2014). 

En Inglaterra se interesaron por abordar los problemas que necesitaban ser 

atendidos mediante encuestas diseñadas para tratar problemas judiciales con 

necesidad jurídica, de tal manera que la población que ha pasado por estas 

experiencias justíciales puedan plantear cuestiones de atención urgente y también 

soluciones en casuísticas similares para otros ciudadanos, tales como demandas 

financieras, el acceso a los servicios estatales, conflictos de vecinos, pagos de 

productos y servicios, beneficios sociales no cubiertos entre otros (Genn 1999, 

Sandefur, 2016, Carvacho, Arriagada y Cofré 2022). 

El enfoque social y desde las personas planteados por Genn (1996) y años 

más tarde Sandefur (2016) precisan que: un problema que requiere atención de la 

justicia se puede responder con la normativa vigente, de tal manera que el problema 

será justiciable cuando la ley lo defina como tal. Años más tarde la propuesta teórica 

de los estudios coligados que se refieren a los estudios de victimización de orden 

secundario que exploran los problemas siendo donde emergen del tratamiento 

judicial de un conflicto penal, evidenciándose consecuencias sociales, psicológicas, 

legales y económicas que conduce en la participación de este tipo de procesos 

(Orth 2002, Carvacho, Arriagada y Cofré, 2022). 
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Los enfoques conceptuales planteados por Birgin y Gherardi (2008) con 

respeto al acceso a la justicia se describen dos bloques: a) El enfoque del principio 

fundamental de la democracia y como expresión sustantiva de la igualdad ante la 

ley, se da desde 1945 con la ley especial que permitió garantizar a los ciudadanos 

indigentes acceder al derecho de asistencia jurídica, de manera gratuita en aquellos 

procesos civiles seguidos en los tribunales del Common Law. A partir de ello, se 

estableció que el postulado de la igualdad ante la ley viene a ser un principio 

significativo en las sociedades liberales modernas, sin embargo, viene a ser el 

principio frecuentemente más violado. A lo largo de los años, se han realizado 

esfuerzos destacados, así como reformas judiciales en el país para promover el 

acceso a la justicia evidenciándose progresos significativos, así como un gran nivel 

de desatención social en la ciudadanía con relación al acceso a la justicia, en el 

mecanismo institucional para poder atender un reclamo, accediendo a un servicio 

bueno de justicia con un procedimiento judicial o administrativo justo dentro de los 

plazos de manera prudencial para que el ciudadano pueda tener conocimiento de 

sus derechos y de las acciones y medios para ejercerlos. 

 

E cuanto, a la dimensión normativa, del acceso a la justicia está vinculada 

a los derechos humanos, el derecho a la igualdad y el derecho a un recurso efectivo, 

así como el derecho a la tutela judicial; que tienen por finalidad dar garantía al 

acceso a un órgano jurisdiccional, que respete la imparcialidad y la garantía 

procesal de un debido proceso. Para ello se debe atender los atenuantes descritos 

a continuación: (i) la desinformación de los ciudadanos de los derechos y sus 

procesos, así como de las instituciones que la ejercen. La ciudadanía y los 

implicados en el proceso deben estar informados y conocer cómo proceder en las 

violaciones de los derechos. (ii) La atención en el costo por la contratación del 

abogado defensor, los pagos de tasas judiciales y el acceso de forma física a los 

tribunales ya no sería un obstáculo para el sector más pobre y de los indigentes. 

Se ha avanzado los canales de atención y el acceso a las oficinas de atención de 

justicia. (iii) Se fundamentan en la actualidad la poca credibilidad en el sistema 

judicial y gran desconfianza en las autoridades de este poder judicial, por los 

múltiples casos de corrupción. 
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Ante todo lo estudiado, desde el enfoque del principio fundamental de la 

democracia e igualdad ante la ley, se halla en la realidad actual en base al juzgado 

estudiado que la ciudadanía no se encuentra informada y desconoce los 

procedimientos de acceso a la justicia, y si bien los canales de atención por parte 

del sistema judicial peruano ha progresado hay deficiencias en la forma de actuar 

de las partes involucradas un desconocimiento y prácticas de conductas poco 

éticas caídas en corrupción por parte de algunos miembros de PNP y muchos otros 

casos de corrupción hacen eco a una injusticia repetitiva hacia las clases sociales 

menos favorecidas, 

 

En cuanto al segundo enfoque b) Basado en las estrategias y políticas 

públicas ensayadas en distintos contextos históricos y sociales, para promoción 

de los accesos a la justicia, hace alusión que como parte de una política publica 

antidiscriminatoria planteada desde los derechos humanos vinculada al objetivo del 

Desarrollo sostenible a partir de la responsabilidad social en el mundo actual, 

compromete directamente al estado, y a sus órganos jurisdiccionales no siendo 

un problema netamente judicial aislado. El acceso a la justicia es una política 

publica porque atañe desde los derechos civiles, económicos, sociales y políticos 

de los ciudadanos afectados que exigen atención de una justicia accesible. 

 

Para la categoría del acceso a la justicia, se consideraron como 

subcategorías a la celeridad procesal y tutela jurisdiccional efectiva. 

En lo que respecta, a la sub categoría (i) celeridad procesal, según el artículo 

V del CPP, es aquella actividad procesal que se ejecuta diligentemente cumpliendo 

los plazos establecidos, para lo cual el Juez, mediante el personal a su cargo toma 

las medidas necesarias a fin de obtener solución pronta y eficaz de un conflicto o 

incertidumbre jurídica. De acuerdo con Jamara et al., (2019) mencionado por Pérez 

(2020) establece que el principio de celeridad consiste en brindar justicia expedita 

que no permita contemplar dilaciones indebidas, constituyéndose mas bien en un 

derecho fundamental que en consecuencia vienen a ser una obligación proceder 

en el plazo contemplado, para no afectar a los ciudadanos y partes interesadas que 

solicitan acceder al sistema de justicia. Según podemos apreciar, este principio 

implica que los actores judiciales trabajen responsablemente evitando dilaciones 

innecesarias, pues tienen en sus manos la 
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responsabilidad que los procesos judiciales marchen con más celeridad. La 

celeridad procesal también se refiere al impedimento de prolongar 

innecesariamente los plazos establecidos por las normas procesales, quitando 

trámites procesales que dilaten el tiempo, sobre todo si son superfluos 

(Enciclopedia Jurídica, 2014). 

 

Con respecto, a la subcategoría (ii) tutela jurisdiccional efectiva, se 

conceptualiza los derechos de carácter fundamental, y se encuentra reconocido por 

la constitución peruana; el cual sostiene que, todas las personas tienen las 

facultades de ejercer a su disposición, la defensa de sus derechos ante un órgano 

jurisdiccional, con la finalidad de obtener una resolución fundada en Derecho 

(Riojas, 2013, mencionado por Donayre et al., 2018). El derecho a la tutela 

jurisdiccional efectiva constituye un derecho de la persona para acudir al órgano de 

justicia y pedir la protección sobre alguna situación jurídica del que supone estaría 

vulnerándose o amenazándose mediante procesos con ínfimas garantías. Dicha 

situación conlleva a la expedición de una resolución fundamentada en Derecho con 

posibilidades de ejecución y “capaz de producir efecto en el ámbito de la realidad y 

el derecho“(Priori, 2011, p. 547). En relación con el derecho y las necesidades de 

justicia de la sociedad, al respecto Couture, quien fue citado por Priori (2003) quien 

indico que dicho proceso constituye, un instrumento de tutela del derecho por sí 

mismo. Pero lamentablemente, en más de una ocasión el derecho suele sucumbir 

en los procesos, haciendo que el instrumento de tutela falle en su cometido. 

 

III. METODOLOGÍA 

 

3.1. Tipo y diseño de investigación: 

El estudio tuvo enfoque cualitativo, dado que está fundamentado en un 

paradigma interpretativo, es decir analiza las interpretaciones realizadas por las 

personas sobre su realidad social mediante significados e intenciones humanas 

(Sánchez et al., 2018, Vasilachis, 2019). El tipo de investigación corresponde al 

básico, nivel descriptivo; este tipo de investigación describe el actual estado o el 
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presente de las características más importantes de un fenómeno que va a ser 

estudiado (Sánchez et al., 2018) 

En cuanto al diseño de estudio corresponde a la teoría fundamentada, 

pues como mencionan Hernández et al. (2014) “el propósito de la teoría 

fundamentada es el desarrollo de la teoría que se basa en datos de tipo empírico 

y se aplica a áreas especificadas” (p. 473). 

 
3.2. Categorías, subcategorías y matriz de categorización 

Tabla 1 

Categorías y subcategorías 
 

Categorías Subcategoría 

Etapas de los Procesos judiciales 

por faltas 

- Calificación de la denuncia 

- Audiencia 

 

Acceso a la justicia 
 

- Celeridad Procesal 

- Tutela Jurisdiccional Efectiva 

 
3.3. Escenario de estudio 

El trabajo fue desarrollado en el juzgado de Paz Letrado cuya ubicación es 

el distrito Imperial, provincia Cañete, departamento Lima, que corresponde al 

distrito judicial de Cañete durante el periodo del año 2022. 

 
3.4. Participantes 

Los participantes del estudio lo constituyen el total de casos coincidentes con 

ciertas especificaciones que son de interés de la investigación (Hernández et al., 

2014, Arispe et al., 2020). En este estudio participaron 10 abogados con 

especialidad en derecho penal del Juzgado Paz Letrado de Imperial-Cañete. 
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Tabla 2 

Participantes en las entrevistas 
 

 

N Profesión Participante Especialista 
Años de 
experiencia 

 

01 
Juez Bryan Oswaldo Ocharran 

Malásquez 

Juez Penal Faltas 08 

 
02 

Secretaria De 
Faltas 

Giovanna Mendoza Magallanes Secretaria Penal 
Faltas 

10 

 
03 

Abogado Juan Carlos Caballero Suarez Litigante Penal 7 

 
04 

Abogado Luis Hernández Paucar Litigante Penal 10 

 
05 

Abogado Alexander Saravia Rojas Litigante Penal 3 

 
06 

Abogado Paul Enrique Goicochera Huari Litigante Penal 9 

 
07 

Abogado Juan Carlos Gamboa Sánchez Litigante Penal 9 

 
08 

Abogado Máximo Vidal Ávila Vilcherrez Litigante Penal 4 

 

09 
Abogado Pilar Quispetira Trujillo Litigante Penal 11 

 
10 

Abogado Oscar Aquino Mondragón Litigante Penal 5 

 
3.5. Técnicas e instrumentos para recolección de datos 

La entrevista fue la técnica usada en este estudio. Según López y Fachelli 

(2015) esta técnica consiste en el recojo de información empleando preguntas 

abiertas, que permiten el acceso a la data acerca de una determinada problemática. 

Este grupo de preguntas es conocido como guía de entrevista. El análisis 

documental es aquella operación consistente en la selección de ideas relevante de 

un documento con la finalidad de expresar sin ambigüedades del contenido. 

Guía de análisis documental es una herramienta que nos va a permitir 

determinar qué tan relevante es la documentación en el proceso de investigación, 

permite también tener una amplia visión de la realidad de las áreas de investigación, 

de los autores más relevantes, método de análisis de datos entre otros. 
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3.6. Procedimientos 

Se realizó en primer lugar la sensibilización de los participantes invitándoles 

a participar del estudio e indicándoles el objetivo de este, los mismos que 

accedieron voluntariamente su participación dando fe de su aprobación a través de 

la firma del documento. Luego se procedió a la aplicación de las entrevistas a través 

de una guía de entrevista a cada participante; además se analizó información 

documental de acceso público del juzgado, estos hallazgos se registraron en una 

base de datos que luego se procesaron analizaron con ayuda de las matrices en 

Microsoft Excel y Word. 

 
3.7. Rigor científico 

Según Hernández-Sampieri y Mendoza (2018) define el rigor científico se 

refiere a conceptos transversales en el transcurso del desarrollo de un proyecto de 

investigación, el cual posibilita al investigador valorar la aplicación de métodos 

investigativos y técnicas obtención, procesamiento y análisis de datos de manera 

escrupulosa y científica. 

Para otorgarle rigor científico a la presente investigación, las guías para la 

entrevista se sometió a validación por 3 expertos sobre el tema, como también para 

la elaboración de la presente Tesis aplicando la resolución de vicerrectorado de 

Investigación N°281-2022-Vi-Ucv de fecha 25 de julio del 2022. 

 

Tabla 3. 
 

Jueces revisores de la guía de entrevista 
 

 
Jueces pares evaluadores 

 
Especialista 

 
Decisión 

1 Luza Castillo Freddy Felipe Metodólogo Aprobado 

2 Huaita Acha Delsi Mariela Metodólogo Aprobado 

3 La Torre Guerrero, Ángel Fernando Penal Aprobado 

 
 

Este estudio referido a los procesos judiciales por faltas y acceso a la justicia 

en el Juzgado de Paz Letrado de Imperial, Cañete -2022 sustenta su relevancia 

social o científica en la medida que brinda solución y genera bienestar 
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a la población además de la producción de conocimientos que conlleven a 

solucionar problemas derivados de las faltas en los procesos judiciales. 

En cuanto a la credibilidad o valor de verdad del presente estudio, este brinda 

de manera fidedigna la información obtenida de los encuestados sobre la 

problemática de los procesos judiciales con los accesos a la justicia en el Juzgado 

de Paz Letrado de Imperial Cañete; por consiguiente, los resultados son 

considerados como verdaderos y muy importantes para el tema materia de la 

investigación, los cuales permitirán al investigador llegar a conclusiones provistas 

de credibilidad. 

 
3.8. Método de análisis de datos 

Los análisis se desarrollaron mediante métodos cualitativos. Luego de 

recabar las respuestas que se obtuvieron de las entrevistas aplicadas a los 

participantes, así como de los documentos de acceso público del juzgado de paz 

letrado, éstas fueron procesadas con profundidad haciendo uso del Microsoft Excel, 

lo cual permitió realizar la triangulación de los hallazgos que se obtuvieron para su 

respectiva interpretación. 

El estudio se llevó a cabo teniendo en cuenta el método inductivo, descriptivo 

y hermenéutico. El método inductivo indica que el conocimiento parte de una 

proposición particular para llegar a una proposición general, es decir, va de lo 

individual a lo general, es decir de los hechos a la teoría (Sánchez et al. 2018). El 

método hermenéutico corresponde a la forma de tratar sistemáticamente los análisis 

e interpretación de resultados haciendo hincapié a las interpretaciones subjetivas en 

la investigación de fenómenos sociales. El método descriptivo contempla el objetivo 

de evaluar las características de una situación particular. Este método implica 

observar de manera sistemática el fenómeno de estudio catalogando la información 

para que pueda ser utilizada y replicada (Sánchez et al., 2018). 

 
3.9. Aspectos éticos 

 
El estudio se desarrolló conforme a parámetros establecidos por la ética y 

buenas prácticas de la investigación científica; su planificación y ejecución 
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consideró lo establecido en los códigos de ética para la investigación contemplado 

por la Universidad Privada César Vallejo. La redacción total del documento de 

investigación fue realizado mediante la norma APA en su edición 7, así también se 

revisaron y validaron cada instrumento para su aplicación; se respetó además la 

confidencialidad de los informantes claves. 

 

Así mismo se respetó los derechos de los autores en las consultas, hasta 

el uso del Microsoft office, para la triangulación de los resultados. El diseño del 

estudio y su respectiva planificación fueron según con los principios éticos, 

fundamentos teóricos y metodológicos de la investigación científica. 

Consiguientemente, la información que contiene este estudio es el resultado de 

un trabajo personal, consiguientemente nos sometemos a las normativas de 

disciplina que rigen según los reglamentos de investigación de la institución. 
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IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
 

Después aplicar los instrumentos de recopilación de información, se propuso 

analizar de qué manera las etapas de los procesos judiciales por faltas inciden 

en el acceso a la justicia en el Juzgado de Paz Letrado de Imperial, Cañete – 

2022, obteniendo los siguientes hallazgos en base a los entrevistados que en 

síntesis manifiestan que: Los procesos de faltas inciden negativamente en el 

acceso de justicia, los usuarios no prosiguen los procesos, la legislación no permite 

una adecuada protección debido a que las faltas son procesos de menor afectación. 

El agraviado constituido como querellante particular no asiste a la diligencia virtual 

y se concluye el proceso por desistimiento tácito poniendo fin a un proceso. La 

policía nacional debe estar mejor capacitada para recepcionar denuncias por faltas. 

Así mismo se identifica que un número significativo de denuncias por faltas son 

abandonadas por muchos factores. 

La administración de justicia tiene algunos defectos que se deben regular 

en la práctica, como por ejemplo el informe policial donde el personal de la PNP 

tendría que estar capacitado con respecto al tema de proceso de faltas y del informe 

que este expida. En el Juzgado de Paz Letrado de Imperial Cañete, se evidencia 

que los procesos no avancen y en consecuencia no se administran justica conforme 

a Ley se justifican aduciendo a la falta de presupuesto suficiente. Si obtienen una 

adecuada atención y justicia frente a los procesos en faltas, algunas partes no 

quieren continuar con el juicio o simplemente desisten del mismo y otros que están 

en el proceso y que no se les impulsa por parte del órgano Jurisdiccional. En 

consecuencia, perjudica los principios de celeridad y economía procesal en el 

debido proceso, perjudicando a las personas que buscan tener acceso a la justicia. 

Los hallazgos permitieron identificar las categorías procesos de faltas y 

acceso de justicia. En este resultado, los entrevistados señalaron que el acceso a 

la justicia se determina mediante la primacía de los derechos de las personas y el 

deber de los servidores públicos de facilitar el acceso a la justicia. Muchos de los 

usuarios no denuncian dichas faltas, generando que los imputados se burlen de la 

acción de la justicia, fomentándose así un irrespeto al accionar del Poder Judicial. 
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Mediante la Resolución del Tribunal Constitucional (TC) Exp N° 2438-2005- 

PA/TC LIMA analizada respecto a las categorías: etapas procesales y acceso a la 

justicia: Nuestra legislación peruana ya establece desde el art 483 al 487 del código 

procesal penal una estructura que conforma el proceso en sí, como de igual forma 

la aplicación de audiencia con todas las directrices establecidas, el análisis que se 

debe realizar debe ser si no, desde un punto objetivo de la misma; el TC no tiene 

mucho pronunciamiento sobre las etapas del proceso por falta, pero lo que sí 

rescata el mecanismo de implementación para que se haga efectiva un correcto 

funcionamiento, esto en cuento a la fase inicial del proceso, estamos hablando 

desde la presentación de la denuncia por ejemplo, el TC mediante sentencia N° 

03378-2019-pa-tc, menciona que los casos más frecuentes para una medida de 

protección es implementar comisarías en secciones especializadas en lucha contra 

la violencia contra la mujer, estableciendo así que la PNP en su respectivas 

secciones son responsables para recibir todas las denuncia de faltas y delitos que 

constituyen expresión de violencia. 

En tal sentido respecto a la Discusión encontramos que los resultados 

guardan concordancia con los estudios de Sánchez (2019) en su investigación 

precisa que la estructura normativa de los procedimientos especiales por faltas, 

prescrita en el Código Procesal Peruano, incide negativamente en el acceso a la 

justicia y en los niveles de ejecutabilidad de las sentencias expedidas por los 

juzgados de paz letrados de Tumbes. Al respecto Vásquez (2019) señala que la 

falta constituye aquella acción que, sin afectar la gravedad que un delito exige, 

importa alteraciones en el orden público, las buenas costumbres, la moralidad, 

afectación de la seguridad de pública de los bienes descritas y calificadas como tal 

según ley. Estas faltas cometidas merecen sanciones a los infractores y en ello se 

muestra el acceso a la justicia, pues como sostienen Rotondo y Espinoza (2021) el 

estado tiene por obligación la creación de las condiciones jurídicas y materiales que 

presten garantía de la vigencia del acceso a la justicia en de iguales condiciones, 

no obstante, existen factores que limitan su real acceso, que se constituyen en 

obstáculos de carácter procesal como aquellos vinculados a las instituciones 

públicas; de carácter material como las condiciones sociales, económicas, 

culturales, etc. del grupo; y/o de orden simbólico como las prácticas sociales que 

naturalizan la desigualdad y la discriminación. Coincidiendo con los 
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hallazgos del estudio se tiene a Vásquez (2021) quien sostiene que tratar la 

problemática de la corrupción en las esferas administrativas de justicia del Perú, 

es una labor con bastante complejidad, más aún si todavía se trata prácticas 

instaladas, tanto estructural e histórica con el derecho hacia el acceso a la justicia. 

Los hallazgos del estudio concuerdan con la teoría del delito, planteada por 

Gonzales (2008) que fundamenta que los diversos parámetros deben analizarse de 

manera particular con el fin de establecer si se afecta un bien jurídico, Machuca 

(2011) define a la normativa del proceso de faltas en la normativa judicial y estipula 

como faltas tipificadas a las faltas en contra de la persona, que va en contra del 

patrimonio, y está en contra de las buenas costumbres, así también en contra de la 

seguridad y de la tranquilidad pública. 

Sin embargo, los hallazgos en la práctica difieren con la teoría del deber ser. 

La normativa jurídica que indica que la aplicación del art. 483 del código procesal 

penal establece claramente, que asume tanto el juez de paz letrado, como el policía 

en los procesos por faltas, la aplicación en el caso de la PNP, desde la falta de 

conocimiento es donde contraviene el derecho a acceder a la justicia de manera 

idónea. La Constitución garantiza el pleno acceso a la justicia. Es obligatoriedad del 

Estado quitar los obstáculos de tipo social, cultural y económico que impiden o 

limiten las posibilidades de acudir a los órganos jurisdiccionales para tutelar y 

ejercer sus derechos. En la etapa de audiencia por faltas, muchas veces el 

agraviado constituido como querellante particular no asiste a la diligencia virtual y 

se concluye el proceso por desistimiento tácito poniendo fin a un proceso, 

entendiéndose como la expresión de voluntad del agraviado de renuncia. La 

denuncia, es la piedra angular de donde se dirigirán las pretensiones por parte del 

justiciable, en los procesos por faltas, en esta etapa muchas son archivadas. Al 

momento de realizar la denuncia, se le considera como mínima afectación la 

falta producida, muchas veces no le da la importancia generando la impunidad del 

denunciado. La policía nacional debe estar mejor capacitada para captar denuncias 

y elaboración de informes, en muchos casos se carece de los conocimientos 

técnicos legales de su formación, implicaría la deficiencia de su labor, 

contraviniendo el acceso a una justicia plena conllevando a una dilación del 

proceso. Muchas denuncias no son calificadas como procesos 
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por falta y al recepcionar la misma se tiene que devolver afectando el acceso a la 

justicia. 

Se puede precisar que hay una dilación innecesaria por parte del órgano 

jurisdiccional al momento de calificar las denuncias a raíz de la mala recepción 

de las mismas por parte de la PNP, debido a que este es el órgano encargado de 

realizar actos de investigación preliminares para emitir su informe policial como lo 

indica el NCPP, al no ejercer bien su función se está vulnerando el acceso a la 

justicia por consiguiente una mala administración de justicia para con los 

agraviados que buscan hacer valer su derecho en la instancia jurisdiccional 

competente, contraponiéndose con lo señalado en nuestra norma madre la 

constitución Política del Perú mediante el Art.138. Entonces se determina que no 

emitiéndose sentencias firmes se determine la existencia o no de una 

responsabilidad penal conjuntamente al pago de la reparación civil para con el 

imputado. Por ende el supuesto de la investigación se reafirma al indicar que las 

etapas de los procesos judiciales por faltas inciden en el acceso a la justicia en el 

Juzgado de Paz Letrado de Imperial, Cañete – 2022 hallándose que los procesos 

por faltas inciden negativa en el acceso de justicia. 

Asimismo, en relación con el objetivo específico 1 que a la letra dice: 

Identificar de qué manera la calificación de la denuncia incide en la celeridad 

procesal en el Juzgado de Paz Letrado de Imperial, Cañete – 2022; se tuvo los 

hallazgos de indican que: De acuerdo con lo regulado en el artículo 483 y 484 del 

código procesal penal. En la sede del juzgado paz letrado en el nuevo modelo 

procesal penal, la celeridad del proceso por faltas implica también una actuación 

rápida, los casos más vistos son por ejemplo los de agresiones contra la persona 

entonces la importancia de la celeridad aplicaría a la tramitación rápida y eficaz 

para con los procesos por faltas del Juzgado de Paz Letrado de Imperial. La 

congestión del sistema judicial y retardo al momento de calificar la denuncia los 

procesos por faltas deben ser considerados como procesos urgentes, porque se 

está afectando directamente a la persona, el acceso a la justicia debe garantizar 

respaldar a las personas para que puedan acudir efectivamente a los tribunales 

para buscar la protección y utilizando los recursos adecuados. 
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Mediante el análisis documental de un pleno sentencia como también de 

un sentencia del tribunal Constitucional en relación a la calificación de denuncia y 

celeridad procesa El tribunal constitucional, en el pleno de sentencia 533/2020, en 

su fundamento 21, realiza un razonamiento respecto a la importancia de la 

calificación de la denuncia; el inicio de un proceso empieza no atrás de ideas o 

creencia, sino del principio de competencia donde tiene la titularidad de resolver 

un determinado proceso, no es viable la acción u omisión en realizar una denuncia 

correctamente, puesto que esta puede afectarse en constituir un proceso que es 

erróneo, es decir la incompetencia del acto u omisión de una denuncia, determina 

la clase de conflicto competencia, perjudicando así el debido proceso. 

Así mismo lo antes mencionado, perjudica un principio aplicado en un 

proceso penal, la celeridad procesal constituye una de las manifestaciones del 

debido proceso, esto implica que todo acto procesal por realizar, se debe realizar 

sin dilataciones que perjudican la celeridad de la misma, es decir un tiempo 

razonable que se quebrante una indefensión o perjuicios procesales por la demora 

o fines de las etapas procesales como lo es el proceso por falta. Esta misma 

exigencia en los procesos penales requiere una mayor cautela, pues de ello se 

vinculan directamente los derechos fundamentales, salvaguardado por la 

constitución. La sentencia del Tribunal Constitucional Exp.1816-2003-HC/TC 

también hace mención, respecto que no necesariamente toda dilación o retraso en 

un proceso, constituye un atentado contra la celeridad procesal, si no que estás 

ocurren a un funcionamiento anormal de la administración de justicia, cabe también 

precisar que no siempre es así, siempre se deberá evaluar cada caso en concreto. 

En tal sentido sobre la Discusión se encontró que, los hallazgos se condicen 

con lo mencionado por Jamara et al (2019) quien señala que los principios de 

celeridad deben ser considerados como una justicia expedita que no contenga 

indebidas dilaciones, por considerarse un derecho fundamental. Muy precisa es la 

postura de Shihuango (2019) que indica la importancia de las sentencias permite 

declarar la temeridad de la denuncia o acusación particular para conocer el 

argumento lógico y la crítica que tanto los operadores de justicia 
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aplicaron para poder entender la razón de sus decisiones judiciales. Condori (2018) 

en su estudio coincide con la postura jurídica en relación a las consecuencias de 

las denuncias penales, como producto de una deficiente investigación Fiscal con 

impunidad vulnerando el derecho al proceso debido y el derecho a una tutela 

Jurisdiccional Efectiva perjudicando a los agraviados. Claro está que Gamarra 

(2021) identifica elementos causales con mayor ponderación cuantitativa en 

relación con las infracciones y sanciones ya previstas en la Ley Nº 30714 así como 

la calificación de las denuncias para los procesos a seguir. A nivel jurídico teórico 

se tiene el artículo 334 del DL. 957 del código procesal penal (2004) el fiscal califica 

una denuncia y luego después de la realización de las diligencias preliminares, 

considerando que los hechos denunciados no conforman delito, y no sería 

justiciable penalmente. 

En consecuencia, debe considerarse como una obligación el hecho de 

actuar en los plazos razonables para la aplicación de la justicia, pues se considera 

que la justicia para ser justicia debe darse en el tiempo establecido y no sacrificar 

la misma, puesto que ello afecta a las partes que acuden al sistema de justicia. Las 

audiencias en la modalidad virtual no cumplieron su fin del proceso cabalmente que 

es administrar justicia y brindar la tutela jurisdiccional efectiva que por derecho les 

corresponde a todas las personas en especial a las partes agraviadas que vienen 

al órgano jurisdiccional competente en busca de ayuda. En muchos casos no 

cuentan con medios tecnológicos para poder presentarse a las audiencias, el 

juzgador decide archivar el proceso, siendo esto una clara vulneración a la tutela 

jurisdiccional efectiva, pues un proceso penal por faltas implora que se vuelvan a 

citar a ambas partes como lo señala el nuevo Código Procesal Penal en un plazo 

mínimo de 3 días. Por ende el supuesto de la investigación se reafirma al indicar la 

calificación de la denuncia incide en la celeridad procesal en el Juzgado de Paz 

Letrado de Imperial, Cañete – 2022, hallándose que se ve vulnerado la celeridad 

procesal al momento de la calificación de las denuncias. 

 
 
 

 
. 
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Así también, respecto al objetivo específico 2, que a la letra dice: Analizar 

de qué manera la audiencia en los procesos judiciales por faltas incide en la 

tutela jurisdiccional efectiva en el Juzgado de Paz letrado de Imperial, Cañete 

– 2022; se obtuvo como resultado: Las audiencias virtuales debido a la pandemia 

generan desistimiento por parte de los agraviados en los procesos por faltas 

afectando la tutela jurisdiccional efectiva, debido a que la virtualidad genera en 

algunos casos que los agraviados o querellantes particulares pongan las denuncias 

pero que no asistan a las audiencias. Es sabido que la virtualidad no garantiza el 

cumplimiento de los principios procesales de la misma forma que en la 

presencialidad,   ocasionando La falta o nulo interés de los sujetos procesales en 

el proceso de faltas. Lo mismo que con lleva a que los casos sean archivados por 

parte de la persona quien acciono este derecho, el hecho que el querellante no 

asistirá a un proceso que nunca asistirá, solo genera gastos de recursos a la justicia 

limitándose únicamente a realizar la denuncia al momento de suscitado el hecho y 

muchas veces sin prestar declaración, lo que imposibilita al juzgador determinar la 

responsabilidad o no de la persona denunciada. 

Mediante el análisis documental de una sentencia del TC N° Exp. N° 763- 

2005-PA/TC como también del Pleno Casatorio de la Corte en Cañete del año 2010, 

en relación a la tutela jurisdiccional efectiva y el desarrollo de audiencia por faltas. 

El TC sostiene que el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, constituye el reflejo 

de derecho al acceso a la justicia, no solo es un derecho del legislador, si no 

también constituye el derecho de configuración legal, esto implica un libre desarrollo 

de las garantías por partes del justiciable sin constituir obstáculo alguno, ya que 

siempre debe respetarse el contenido y esencia de la norma. Entonces si aplicamos 

la realidad, ningún derecho es absoluto, este siempre está sujeto de analizar cada 

caso en concreto, si el límite al acceso a la justicia es razonable y sobrepasa el 

equilibrio de proporcionalidad. 

Ahora, si bien es cierto en la teoría, se interpreta esta tutela jurisdiccional efectiva 

como acceso a la justicia el acceso a la justicia, en la práctica es de difícil otorgar 

una garantía cumpliendo los intereses de cada justiciable de manera real y efectiva 

a este derecho de gran importancia, para esto tampoco una solución absoluta ya 

que rige un problema jurídico/social. 
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El pleno jurisdiccional distrital en materia penal y proceso penal de cañete del año 

2010, se ha pronunciado sobre diversos puntos en cuanto a la tutela judicial 

efectiva, reconoce que el acceso a la justicia es para todos persona que acuda al 

órgano jurisdiccional, pero también alega que la carga de la prueba en todo el 

proceso lo tiene la agraviada, garantizando incluso que si la agraviada en la 

audiencia de un proceso por faltas, no se suspenderá aun si la agraviada se 

presenta sin su abogado. Ante esta situación el estado también ha encontrado este 

problema pero es subsumido por parte el ministerio de justicia, a través de la 

defensoría pública en el área de víctimas, donde la agraviada al ser víctima de 

una falta, puede asumir una defensora pública de manera gratuita. 

En tal sentido respecto a la Discusión encontramos que, se confronta el 

estudio de Riojas (2013) mencionado por Donayre et al., (2018) quien manifiesta 

que la tutela jurisdiccional efectiva es aquel derecho fundamental, y que se 

encuentra reconocido en la constitución peruana; y sostiene que, todas las 

personas tienen las facultades de ejercer a su disposición, la defensa de sus 

derechos ante un órgano jurisdiccional, con el fin de obtener una resolución fundada 

en el derecho. Los hallazgos guardan cierta relación con lo vertido por Cárdenas et 

al., (2021) quienes sostienen que las audiencias judiciales inciden en la tutela 

jurisdiccional y por ende la administración de la justicia debiera brindar tutela 

jurisdiccional efectiva a los ciudadanos, por lo que debe adoptar medidas en el 

acceso a la justicia a la población, para realizar una adecuada identificación de las 

barreras de accesibilidad a la justicia. Posturas que coligen con los enfoques 

conceptuales planteados por Birgin y Gherardi (2008) en relación con el acceso a 

la justicia se describen a continuación en dos bloques: El enfoque del principio 

fundamental de la democracia y como expresión sustantiva de la igualdad ante la 

ley, y el enfoque Basado en las estrategias y políticas públicas ensayadas en 

distintos contextos históricos y sociales. Siendo además argumentado por el 

enfoque social y desde las personas planteados por Genn (1996) y Sandefur (2016) 

quienes precisan que un problema justiciable debiera responderse con la normativa 

existente, de forma sea un problema justiciable y que la ley lo defina. 

Se indica entonces que las personas inician un proceso por falta, lo inician 

con una pretensión que es el cumplimiento de un derecho, está regulado en el art. 
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482 al 487 del CPP sin embargo en el Juzgado de Paz Letrado de Imperial no se 

garantiza el respeto a la tutela jurisdiccional efectiva de quienes lo solicitan; porque 

no se cumplen los plazos y muchos prescriben por la desidia de ellos. En la mayoría 

se vulnera el debido respeto a la tutela jurisdiccional que se da a los que buscan 

justicia. Quedando demostrado las deficiencias en los procesos por faltas no se 

cumplen los plazos, los imputados no asisten a las citaciones a juicio y si asisten 

lo hacen sin abogado. Los sujetos procesales desconocen herramientas digitales 

ante ello en algunos casos la parte agraviada no continúa el proceso vulnerándose 

así la tutela jurisdiccional efectiva sabiendo que es un derecho constitucional que 

permite a los particulares obtener una tutela efectiva del Estado frente a actos 

administrativos que puedan vulnerar sus derechos. De igual forma si las 

actuaciones por parte PNP son negativas tales que podrían contravenir la tutela 

jurisdiccional efectiva. Podemos ver que las partes procesales en las audiencias 

orales deberían en todo momento ser representado por un letrado. Por ende el 

supuesto de la investigación se reafirma al indicar que la audiencia en los procesos 

judiciales por faltas incide en la tutela jurisdiccional efectiva en el Juzgado de Paz 

letrado de Imperial, Cañete – 2022; hallándose que se ve vulnerado la tutela 

jurisdiccional efectiva debido al no instalarse las audiencias en los procesos por 

faltas. 
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V.CONCLUSIONES 
 

Luego del análisis de la información se llegó a las conclusiones siguientes: 
 
Primero: Los procesos por Faltas tienen una incidencia negativa en el 

acceso de justicia siendo este el principio esencial de la democracia que debería 

haber en todo estado de derecho, pero no viéndose en los procesos por faltas en 

la Corte Superior de Justicia de Cañete, sin embargo hay una dilación innecesaria 

por parte del órgano jurisdiccional al momento de calificar las denuncias a   raíz de 

la mala recepción de las mismas por parte de la PNP, debido a que este es el 

órgano encargado de realizar actos de investigación preliminares para emitir su 

informe policial como lo indica el NCPP, al no ejercer bien su función se está 

vulnerando el acceso a la justicia por consiguiente una mala administración de 

justicia para con los agraviados que buscan hacer valer su derecho en la instancia 

jurisdiccional competente, contraponiéndose con lo señalado en nuestra norma 

madre la constitución Política del Perú en su Art.138. Entonces se determina que 

no emitiéndose sentencias firmes en la cual se determine la existencia o no de una 

responsabilidad penal conjuntamente al pago de la reparación civil para con el 

imputado. 

Segundo: Así también se concluye que, a pesar de existir las audiencias en 

la modalidad virtual, no se está cumpliendo con el fin del proceso que es administrar 

justicia y brindar la tutela jurisdiccional efectiva que por derecho les corresponde a 

todas las personas en especial a las partes agraviadas que vienen al órgano 

jurisdiccional competente en busca de ayuda. En muchos casos no cuentan con 

medios tecnológicos para poder presentarse a las audiencias, a razón de ello que 

a la sola inasistencia de la parte agraviada o a la primera inasistencia de ambas 

partes, el juzgador decide archivar el proceso, siendo esto una clara vulneración a 

la tutela jurisdiccional efectiva, pues un proceso penal por faltas, implora que se 

vuelvan a citar a ambas partes como lo señala el nuevo Código Procesal Penal en 

un plazo mínimo de 3 días en caso la parte procesal no se lleve a cabo, siendo esto 

totalmente perjudicial a la parte agraviada. 
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Tercero: En base a la existencia del Principio de Celeridad Procesal en este 

tipo de procesos que deben ser de trámite rápido y eficaz, se muestra que no se 

cumplen por abandono de la parte agraviada, la demora en calificaciones de las 

denuncias y la carga procesal, generando incomodidad por parte de los justiciables. 

Concluyendo que el esquema del proceso de faltas no estaría siendo respetado 

generando perjuicio y haciendo ver que los procesos por faltas serian procesos en 

los cuales no se estarían cumpliendo con los plazos normados en el nuevo código 

procesal penal lo que acarea que los procesos se archiven. 
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VI.RECOMENDACIONES 
 

Primero: Se recomienda a nivel legislativo, que se amplié el concepto del acceso 

a la justicia en los procesos por falta, esto como el reprochar bajo responsabilidad 

funcional a los administradores de justicia en caso no realicen una buena 

evaluación de la postulación de denuncia, o si archivan las causas por inasistencia 

de las partes, así dejar de dar trato a este proceso como si fuera uno de naturaleza 

civil, a su vez aplicar el acceso a la justicia a este tipo de procesos prefiriendo el 

trato para las personas de discapacidad física y de tercera edad, debiéndose 

modificar el artículo 6 de la Ley Orgánica del Poder Judicial contemplada en el 

Decreto Supremo N° 017- 93 – JUS. 

QUE A LA LETRA DICE: 

Principios procesales en la administración de justicia. - 

Articulo 6.- Todo proceso judicial, cualquiera sea su denominación o 

especialidad debe ser sustanciado bajo los principios procesales de 

legalidad, inmediación, concentración, celeridad, preclusión, igualdad de 

las partes, oralidad y economía procesal, dentro de los límites de la 

normatividad que le sea aplicable (art.6, 1993). 

DEBIENDO DECIR: 

Principios procesales en la administración de justicia.- 

Articulo 6.- Todo proceso judicial, cualquiera sea su denominación o 

especialidad debe ser sustanciado bajo los principios procesales de 

legalidad, inmediación, concentración, celeridad, preclusión, igualdad de 

las partes, oralidad y economía procesal (art.6, 1993), DEBIENDOSE 

CONSIDERAR RESPONSABILIDAD FUNCIONAL EN CASO DE DEMORA 

O CONCLUSION DESPROPORCIONAL DE LOS PROCESOS, ASI 

TAMBIEN DEBE PRIORIZARSE EN APLICAR LA ECONOMIA Y 

CELERIDAD PROCESAL A PERSONAS DISCAPACITADAS Y DE 

TERCERA EDAD A FIN DE ALCANZAR EL ACCESO A LA JUSTICIA. 

 
Segundo: Se recomienda a nivel práctico que el estado peruano a través de sus 

órganos de control interno como de OCMA, para que en estos tipos de procesos y 

otros de distinta naturaleza, comience a inspeccionar el nivel de calificación de 
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denuncias y el desarrollo de los procesos, esto cada determinado tiempo 

recomendándose que fuera de manera trimestral, bajo las sanciones de 

procedimiento administrativo disciplinario que correspondan, solo así se podrá dar 

cumplimiento a la celeridad procesal y a la tutela jurisdiccional efectiva se permitirá 

el acceso a la justicia de la parte agraviada. 

 
Tercero: Se recomienda en base al Poder Judicial, que se busque la comunicación 

más concreta con la parte agraviada, sea notificando paralelamente a su domicilio 

real consignado en la ficha RENIEC, solicitar su número celular y correo electrónico, 

agotando todo estos medios de comunicación para que, en base a la inasistencia 

en audiencia de la parte agraviada, se pueda reprogramar teniendo la certeza que 

asistirá la parte agraviada, solo así se podrá garantizar todos los actos posibles a 

realizar por parte del administrador de justicia, demostrando transparencia y la 

lucha en efectivizar el ACCESO A LA JUSTICIA de la parte agraviada conforme lo 

señala la Constitución Política peruana y no vulnerando la tutela jurisdiccional 

efectiva. 
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VALIDACIÓN DE INSTRUMENTO 

I. DATOS GENERALES 

I.1. Apellidos y Nombres: LUZA CASTILLO FREDDY FELIPE 

I.2. Cargo e institución donde labora: Docente Renacyt de posgrado de la UCV 

I.3. Nombre del instrumento motivo de evaluación: Guía de entrevista 

I.4. Autor(A) de Instrumento: Goldenmerg Raúl Yangali Vicente 

 

II. ASPECTOS DE VALIDACIÓN 

 
 

CRITERIOS 
 

INDICADORES 
INACEPTABLE 

MINIMAMENTE 

ACEPTABLE 
ACEPTABLE 

40 45 50 55 60 65 70 75 80 85 90 95 100 

 

1. CLARIDAD 
Esta   formulado   con lenguaje 

comprensible. 

            X 

 

2. OBJETIVIDAD 
Esta adecuado   a las leyes 
y principios científicos. 

            X 

 

3. ACTUALIDAD 

Este adecuado a los objetivos y 
las necesidades reales de 
lainvestigación. 

            X 

4. ORGANIZACIÓN Existe una organización lógica.             X 

 

5. SUFICIENCIA 
Toma en cuenta los 
aspectos metodológicos 
esenciales 

            X 

 
6. INTENCIONALIDAD 

Esta adecuado para valorar 
las categorías. 

            X 

 

7. CONSISTENCIA 
Se respalda en fundamentos 

técnicos y/o científicos. 

            X 

 

8. COHERENCIA 

Existe coherencia entre los 

problemas,   objetivos, 

supuestos jurídicos 

            X 

 

9. METODOLOGÍA 

La estrategia responde una 

metodología y diseño aplicados 

para lograr verificar los 

supuestos. 

            X 

 

 
10. PERTINENCIA 

El instrumento muestra la 

relación entre los componentes 

de la investigación y su 

adecuación al Método 

Científico. 

            X 

 

III. OPINIÓN DE APLICABILIDAD 

- El Instrumento cumple con 

los Requisitos para su aplicación 

- El Instrumento no cumple con 

los Requisitos para su aplicación 

PROMEDIO DE VALORACIÓN: 

 

 

Lima, 11 de Noviembre del 2022 

 

Firma del experto 
DNI 06798311 

Telef.989593124 

X 

 

100 % 
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VALIDACIÓN DE INSTRUMENTO 

I. DATOS GENERALES 

I.1Apellidos y Nombres: HUAITA ACHA DELSI MARIELA 

I.2Cargo e institución donde labora: Docente investigador de la UCV 

I. 3Nombre del instrumento motivo de evaluación: Guía de entrevista 

I.4Autor(A) de Instrumento: Goldenmerg Raúl Yangali Vicente 

 

II. ASPECTOS DE VALIDACIÓN 

 

CRITERIOS 
 

INDICADORES 
INACEPTABLE 

MINIMAMENTE 

ACEPTABLE 
ACEPTABLE 

40 45 50 55 60 65 70 75 80 85 90 95 100 

 

1. CLARIDAD 
Esta   formulado   con lenguaje 

comprensible. 

            
X 

 

2. OBJETIVIDAD 
Esta adecuado   a las leyes 
y principios científicos. 

            
X 

 

3. ACTUALIDAD 

Este adecuado a los objetivos y 
las necesidades reales de 
lani vestigación. 

             
X 

4. ORGANIZACIÓN Existe una organización lógica.             X 

 

5. SUFICIENCIA 
Toma en cuenta los 
aspectos metodológicos 
esenciales 

             
X 

 
6. INTENCIONALIDAD 

Esta adecuado para valorar 
las categorías. 

            
X 

 

7. CONSISTENCIA 
Se respalda en fundamentos 

técnicos y/o científicos. 

            
X 

 

8. COHERENCIA 

Existe coherencia   entre los 

problemas,   objetivos, 

supuestos jurídicos 

             
X 

 

9. METODOLOGÍA 

La estrategia responde una 

metodología y diseño aplicados 

para lograr verificar los 

supuestos. 

             
 

X 

 

 
10. PERTINENCIA 

El instrumento muestra la 

relación entre los componentes 

de la investigación y su 

adecuación al Método 

Científico. 

             

 

X 

 
III. OPINIÓN DE APLICABILIDAD 

- El Instrumento cumple con los Requisitos para su aplicación 

 
- El Instrumento no cumple con los Requisitos para su aplicación 

 
PROMEDIO DE VALORACIÓN: 

 

 

Lima, 11 de Noviembre del 2022 

 

 

Firma del experto 
DNI08876743 

Telef.989871152 

X 

 

100 % 
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VALIDACIÓN DE INSTRUMENTO 

I. DATOS GENERALES 

I.1. Apellidos y Nombres: La Torre Guerrero, Angel Fernando 

I.2. Cargo e institución donde labora: Docente a tiempo competo UCV, EPD, Lima Norte 

I.3. Nombre del instrumento motivo de evaluación: Guía de Entrevista. 

I.4. Autores del Instrumento: Goldenmerg Raúl Yangali Vicente 

 
II. ASPECTOS DE VALIDACIÓN 

 

CRITERIOS 
 

INDICADORES 
INACEPTABLE 

MINIMAMENTE 

ACEPTABLE 
ACEPTABLE 

40 45 50 55 60 65 70 75 80 85 90 95 100 

 

1. CLARIDAD 
Esta   formulado   con lenguaje 

comprensible. 

            
X 

 

2. OBJETIVIDAD 
Esta adecuado   a las leyes 
y principios científicos. 

            
X 

 

3. ACTUALIDAD 

Este adecuado a los objetivos y 
las necesidades reales de 
lainvestigación. 

             
X 

4. ORGANIZACIÓN Existe una organización lógica.             X 

 

5. SUFICIENCIA 
Toma en cuenta los 
aspectos metodológicos 
esenciales 

             
X 

 
6. INTENCIONALIDAD 

Esta adecuado para valorar 
las categorías. 

            
X 

 

7. CONSISTENCIA 
Se respalda en fundamentos 

técnicos y/o científicos. 

            
X 

 

8. COHERENCIA 

Existe coherencia   entre los 

problemas,   objetivos, 

supuestos jurídicos 

             
X 

 

9. METODOLOGÍA 

La estrategia responde una 

metodología y diseño aplicados 

para lograr verificar los 

supuestos. 

             
 

X 

 

 
10. PERTINENCIA 

El instrumento muestra la 

relación entre los componentes 

de la investigación y su 

adecuación al Método 

Científico. 

             

 

X 

 
IV. OPINIÓN DE APLICABILIDAD 

- El Instrumento cumple con los Requisitos para su aplicación 

 
- El Instrumento no cumple con los Requisitos para su aplicación 

 
PROMEDIO DE VALORACIÓN: 

 

 

Lima, 11 de Noviembre del 2022 

 

 
 

 

FIRMA DEL EXPERTO 

INFORMANTE 

DNI No:09961843. 

Telf.980758943 

X 

 

100 % 
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Análisis de fuentes documentales de la Unidad de Análisis 
 

Tabla 4. 

Información de carga procesal de expedientes pendientes del Juzgado de Paz 

Letrado Imperial durante el año 2021 

 

 

Dependencia: 

Juzgado de 

Paz Letrado 

Imperial 

 Expedientes pendientes   

En 

tramite 

En 

ejecución 

En plazo de 

impugnación 

En 

transito 

En 

reserva 

Total 

pendientes 

Penal - 

constitucional 

0 0 2 0 0 2 

Penal 5 4 100 9 1 162 

Total general     164 

 
 

Nota: La fuente fue el Distrito Judicial: Cañete 

 

Asimismo, la siguiente tabla analizada muestra una particularidad referente 

a un gran número de demandas constituidas improcedentes y en otros casos no 

son admitidos según se pudo evidenciar en los documentos analizados. 

 
 

Tabla 5. 

 
Información de carga procesal de expedientes ingresados del Juzgado de Paz 

Letrado Imperial durante el año 2022 

Dependencia: 
Juzgado de 
Paz Letrado 
Imperial 

  Expedientes pendientes   

Nuevos 
admitidos 

De otra 
dependencia 

Ingreso de 
demanda 
improcedente 

Instancia 
inferior 

Por 
apelaciones 

Total, 
ingresos 

Penal - 

constitucional 

0 0 0 0 0 0 

Penal 25 51 43 0 0 119 

Total general      119 

 

Nota: La fuente fue el Distrito Judicial: Cañete 
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GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
 

VARIABLE 1: ETAPAS DEL PROCESO POR FALTA VARIABLE 2: ACCESO A LA JUSTICIA 

AUTOR/ES TÍTULO 
 

CITA (COPIA TEXTUAL) 
RESULTADO DE TESIS 

(1) 

OBJETIVO 

GENERAL( 

4) 

REDACCIÓN FINAL 

  Y otra de las tantas 

consecuencias 

hallazgos en base a los 
entrevistados que en 
síntesis manifiestan que: 
Los procesos de faltas 
 inciden 
negativamente en el 
acceso de justicia, los 
usuarios no prosiguen 
los procesos, la 
legislación no permite 
una adecuada 
protección debido a que 
las faltas son procesos 
de menor afectación. 
La policía nacional debe 
estar mejor capacitada 
para recepcionar 
denuncias por faltas. 
Así mismo se identifica 
que un número 
significativo de 
denuncias por faltas son 
abandonadas por 
muchos factores. 
Los hallazgos 

 
 
 

 
analizar de 
qué 
manera las 
etapas de 
los 
procesos 
judiciales 
por  faltas 
inciden en 
el acceso a 
la justicia 
en el 
Juzgado de 
Paz 
Letrado de 
Imperial, 

SI bien nuestra legislación 

peruana ya establece desde 

  importantes de la el art 483 al 487 del código 

  aprobación de la Ley N.° procesal penal una 

  30364 es que dispone la estructura que conforma el 

 
SENTENCI 

A DE 
TRIBUNAL 
CONSTITU 
CIONAL N° 

00378- 
2019- 
PA/TC 

 

 
ETAPAS 
POR EL 
PROCES 

O DE 
FALTA 

creación en cada 

Comisaría de secciones de 

Familia y Violencia contra 

las Mujeres y Grupo 

Familiar para que sean las 

responsables de recibir e 

investigar       todas       las 

proceso en si, de debe 

analizar desde un punto 

objetivo la norma, el Tc no 

tiene mucho 

pronunciamiento sobre las 

etapas del proceso por falta, 

pero lo que sí rescata el 

  denuncias de faltas y mecanismo de 

  delitos que constituyan implementación pa que se 

  expresión de violencia haga efectiva   un   correcto 

  contra la mujer. funcionamiento, por 

   ejemplo, el tc en sentencia 
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   permitieron 
identificaron         las 
categorías procesos de 
faltas   y    acceso     de 
justicia.       En     este 
resultado,           los 
entrevistados señalaron 
que    el    acceso   a    la 
justicia   se   determina 
mediante la primacía de 
los  derechos de   las 
personas y el deber de 
los servidores públicos 
de facilitar el acceso a 
la justicia. Muchos de 
los     usuarios        no 
denuncian      dichas 
faltas, generando   que 
los imputados se burlen 
de la  acción  de    la 
justicia,    fomentándose 
así   un    irrespeto     al 
accionar     del   Poder 
Judicial. 

 n°       03375-2019-pa        tc, 

menciona que los casos más 

frecuencia pora para una 

medida de protección es 

implementar comisarías en 

secciones especializadas en 

lucha contra la violencia 

contra la mujer, 

estableciendo así que la PNP 

en su respectivas secciones 

son responsables para recibir 

todas las denuncia de faltas y 

delitos que constituyen 

expresión de violencia. 

El tribunal constitucional 

sostiene que el derecho a la 

 tutela jurisdiccional efectiva, 

Referencia: 
 
SENTENCIA DE TRIBUNAL CONSTITUCIONAL N° 00378-2019-PA/TC es un reflejo de derecho al 

acceso a la justicia, no solo      

AUTOR/ES TÍTULO CITA(COPIA TEXTUAL) 
RESULTADO DE TESIS 

(2) 
es un derecho del legislador, 
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RESOLUCI 
ÓN DEL 

TRIBUNAL 
CONSTITU 

CIONAL 

EXP.22438- 
2005- 
PA/TC 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
ACCESO 

A LA 
JUSTICI 

A. 

Tribunal Constitucional ha 
sostenido que el derecho a 
la tutela judicial efectiva 
constituye un derecho de 
prestación que sólo puede 
ejercerse por los cauces que 
el legislador establece o, 
dicho de otro modo, es un 
derecho de configuración 
legal. Ello implica que el 
legislador cuenta con un 
ámbito de libertad amplio en 
la definición o determinación 
de las condiciones y 
consecuencias del acceso a 
la justicia, las cuales no 
pueden constituir un 
obstáculo a tal derecho 
fundamental, pues ha de 
respetarse siempre su 
contenido esencial, así 
como tampoco nadie que no 
sea el legislador puede crear 
impedimentos o limitaciones 
al derecho a la tutela judicial, 
cuyo ejercicio, sólo puede 
regularse por ley. 

 

Si bien ningún derecho es 
absoluto, deberá analizarse 
en cada caso en particular si 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

- 

 si no también es un derecho 

de configuración legal, esto 

implica un libre desarrollo 

de la garantías por partes 

del justiciable sin constituir 

obstáculo alguno, ya que 

siempre se debe respetar el 

contenido esencial de la 

norma. 

 

Ahora si aplicamos la 

realidad, ningún derecho es 

absoluto, este siempre está 

sujeto de analizar cada caso 

en concreto, si el límite al 

acceso a la justicia es 

razonable y sobrepasa el 

equilibrio de 

proporcionalidad. 

 
ahora, si bien es cierto en la 

teoría, se interpreta esta 

tueleta como acceso a la 
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  el límite que se pretende 
imponer al derecho de 
acceso a la justicia resulta 
razonable y supera el test de 
proporcionalidad. 
Dependerá pues, de cada 
situación en concreto. 
Ahora, si bien en la teoría 
contamos con elementos 
para definir el derecho de 
acceso a la justicia, en la 
práctica es difícil otorgar una 
garantía real y efectiva a 
este derecho, el mismo que, 
sobre todo en nuestro país, 
se erige como uno de los 
principales, sino el mayor, 
problema jurídico/social a 
tratar de superar si 
queremos dar el gran salto a 
una sociedad más 
equitativo. 

  justicia el acceso a la justicia, 

en la práctica es de difícil 

otorgar una garantía 

cumpliendo los intereses de 

cada justiciable de manera 

real y efectiva a este derecho

 de gran 

importancia, para esto 

tampoco una solución 

absoluta ya que rige un 

problema jurídico/social. 

Referencia: RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL EXP.22438-2005-PA/TC 
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SUB CATEGORÍA 1: CALIFICACIÓN DE LA DENUNCIA Y CELERIDAD PROCESAL 

 
AUTOR/ES 

 
TÍTULO 

 
CITA (COPIA TEXTUAL) 

 
RESULTADO (1) 

OBJETIVO 

ESPECÍFIC O 

 

REDACCIÓN FINAL 

 
 
 
 
 
 
 

 
PLENO 

SENTEN 
CIA 533 

/2020 
EX.P000 
2-2018- 
PCC/TC 

 
 
 
 
 
 
 
 

LA 
CALIFIC 
ACIÓN 
DE LA 

DENUNC 
IA. 

21. Asimismo, en la Resolución 
0005-2009-CC/TC, fundamento 
3, este Tribunal sostuvo que: (…) 

 

el proceso competencial no es 
un proceso abstracto en el que la 
dilucidación sobre la titularidad 
de una competencia o atribución 
inconstitucional, o el menoscabo 
que cualquiera de éstas pueda 
haber sufrido en su ejercicio, se 
realice con prescindencia de 
una acción u omisión que las 
afecte. Es la naturaleza y los 
caracteres que asume la 
denuncia de incompetencia 
del acto u omisión, lo que 
determina la clase de
 conflicto 
competencial y, a partir de 
ello, el tipo de 
pronunciamiento que este 
Tribunal pueda expedir. 

se tuvo los hallazgos de 
indican que: De acuerdo 
con lo regulado en el 
artículo 483 y 484 del 
código procesal penal. 
En la sede del juzgado 
paz letrado en el nuevo 
modelo procesal penal, 
la celeridad del proceso 
por faltas implica 
también una actuación 
rápida, los casos más 
vistos son por ejemplo 
los de agresiones 
contra la persona 
entonces la importancia 
de la celeridad aplicaría 
a la tramitación rápida y 
eficaz para con los 
procesos por faltas del 
Juzgado de Paz Letrado 
de Imperial. La 
congestión del sistema 
judicial y retardo al 
momento de calificar la 

 
 
 

Identificar 
de  qué 
manera   la 
calificació 
n de   la 
denuncia 
incide  en 
la 
celeridad 
procesal 
en    el 
Juzgado 
de Paz 
Letrado de 
Imperial, 
Cañete  – 
2022; 

El tribunal constitucional, en el 

pleno de sentencia 533/2020, 

en su fundamento 21, realiza 

un razonamiento respecto a la 

importancia de la calificación 

de la denuncia; el inicio de un 

proceso empieza no atrás de 

ideas o creencia, sino del 

principio de competencia 

donde tiene la titularidad de 

resolver un determinado 

proceso, no es viable la acción 

o omisión en realizar una 

denuncia correctamente, 

puesto que esta puede 

afectarse en constituir un 

proceso que es erróneo, es 

decir la incompetencia    del    

acto    o 

omisión   de   una   denuncia, 
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   denuncia los procesos 
por faltas deben ser 
considerados como 
procesos urgentes, 
porque se está afectando 
directamente a la 
persona, el acceso a la 
justicia debe garantizar 
respaldar a las personas 
para que puedan acudir 
efectivamente a los 
tribunales para buscar 
la protección y utilizando 
los recursos 
adecuados. 

 determina la clase de conflicto 

competencia, perjudicando así 

el debido proceso. 

Así mismo lo antes 

mencionado, perjudica un 

principio aplicado en un 

proceso penal, la celeridad 

procesal constituye una de las 

manifestaciones del debido 

proceso, esto implica que todo 

acto procesal por realizar, se 

debe realizar sin dilataciones 

que perjudican la celeridad de 

la misma, es decir un tiempo 

razonable que se quebrante 

una indefensión o perjuicios 

procesales por la demora o 

fines de la etapas procesales 

como lo es el proceso por falta. 

Esta misma exigencia en los 

procesos penales requiere un 

mayor cautela, pues de ello se 

vinculan directamente los 

derechos fundamentales, 

REFERENCIA PLENO SENTENCIA 533 /2020 EX.P0002-2018-PCC/TC 

Autor/es TÍTULO Cita (copia textual) RESULTADO (1)  

 
 
 
 
 

 
SENTENCI 
A DEL 
TRIBUNAL 
CONSTITU 
CIONAL 

 
 
 
 
 

CELERID 
AD 

PROCES 
AL 

La celeridad procesal 
constituye una de las 
manifestaciones del derecho al 
debido proceso, y como tal 
exige que los actos procesales 
se realicen sin dilaciones 
indebidas, es decir, en un 
tiempo razonable que evite que 
se produzca indefensión o 
perjuicio de los procesados 
debido   a   la   demora   en   la 
celebración o conclusión de las 

 
 
 
 

 
- 
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EXP. N° 
1816-2003- 
HC/TC 

 etapas procesales 
Esta exigencia debe ser mayor 
en los procesos penales, pues 
ellos se vinculan directamente 
con el derecho fundamental a la 
libertad personal. No obstante 
ello, es importante precisar que 
no toda dilación o retraso en el 
proceso constituye un atentado 
contra la celeridad procesal, 
sino que las dilaciones 
indebidas ocurren cuando se 
produce un funcionamiento 
anormal de la Administración de 
Justicia que se materializa en 
una irregularidad irrazonable en 
la mayor duración de lo 
previsible o tolerable debido a la 
negligencia o inactividad de los 
órganos encargados de 
administrar justicia, lo cual ha 
de evaluarse en el caso 
concreto. 

  salvaguardado por la 

constitución. 

la sentencia del tc también 

hace mención, respecto que 

no necesariamente toda 

dilación o retraso en un 

proceso, constituye un 

atentado contra la celeridad 

procesal, sin no que están 

ocurren a un funcionamiento 

anormal de la administración 

de justicia, cabe también 

precisar que no siempre es 

así, siempre se deberá evaluar 

cada caso en concreto. 

 
Referencia: 

 
SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL EXP. N° 1816-2003-HC/TC 
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1.- AUTOR/ES 

 
TÍTULO 

 
CITA (COPIA TEXTUAL) 

 
RESULTADO 1 

OBJETIVO 

ESPECÍFIC 

O 2 

 
REDACCIÓN FINAL 

 
 
 
 
 
 
 
 

 
SENTENCIA 

DEL 
TRIBUNAL 

CONSTITUC 
IONAL. 
EXP. N° 

763-2005- 
PA/TC 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
TUTELA 
JURISDI 
CCIONA 

L 
EFECTI 

VA: 

 

Ha señalado. Colegiado en 
anteriores oportunidades., La 
tutela judicial efectiva es un 
derecho constitucional de 
naturaleza procesal, en virtud 
del cual toda persona o sujeto 
justiciable puede acceder a 
los órganos jurisdiccionales, 
Independientemente del tipo 
de pretensión formulada y de 
la eventual Legitimidad que 
pueda, o no, Acompañarle a 
su petitorio. 
En un sentido Extensivo, la 
tutela efectiva permite 
también que lo que ha sido 
decidido judicialmente 
mediante una sentencia, 
resulte eficazmente cumplido. 
En otras palabras, con la tutela 
judicial efectiva no solo se 
persigue asegurar la 
participación o acceso del 
justiciable a los diversos 
mecanismos (procesos) que 
habilita     el     ordenamiento 
dentro    de    los    supuestos 

 

se obtuvo como 

resultado: que uno de 

los motivos de atraso 

es debido a que no 

hay una adecuada 

recepción de la 

denuncia no habiendo 

diferencia clara entre 

delito y falta generando 

problemas a la hora de 

la calificación de los 

procesos por faltas. 

Las audiencias 

virtuales debido a la 

pandemia generan 

desistimiento          por 

parte de los 

 
 
 
 

 
Analizar de 
qué manera 
la audiencia 
en los 
procesos 
judiciales 
por  faltas 
incide en la 
tutela 
jurisdiccion 
al efectiva 
en el 
Juzgado de 
Paz letrado 
de Imperial, 
Cañete – 
2022; 

El tribunal constitucional 

en diversas jurisprudencia 

ya que se ha pronunciado 

respecto a la tutela 

jurisdiccional efectiva, 

donde hace mención que 

es un derecho 

constitucional, aplicado 

en la misma naturaleza 

procesal,  como 

consecuencia  todo 

ciudadano o sujeto 

justiciable puede tener 

acceso a los órganos 

judiciales en todo el 

territorio peruano, 

independiente del tipo de 

pretensión formulada en 
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  establecidos para cada tipo 
de pretensión, sino que se 
busca garantizar que, tras el 
resultado obtenido, pueda 
verse este último 
materializado con una mínima 
y sensata dosis de eficacia. 

agraviados   en   los 

procesos por  faltas 

afectando  la  tutela 

jurisdiccional efectiva. 

La virtualidad genera 

en algunos casos que 

los  agraviados    o 

querellantes 

particulares   pongan 

las denuncias  pero 

que no asistan a las 

audiencias. En dicho 

resultado        se 

identificaron    las 

categorías denuncias 

por faltas y recepción 

de denuncias.  Los 

entrevistados 

señalaron  que   la 

comisaría   remite 

cualquier clase de 

 su petitorio. 

En conclusión la tutela 

jurisdiccional efectiva no 

solo significa el 

aseguramiento de la 

participación o acceso al 

justiciable al proceso, si 

no que busca garantizar, 

que el resultado obtenido 

del proceso se aplica de 

manera materializada con 

la mejor eficacia posible. 

 
(interpretación propia) 

Este razonamiento del 

tribunal   constitucional 

debería ser aplicable en la 

realidad,  pero en los 

juzgados de paz letrados 

hay  una  severa 

problemática con la 
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   denuncia, que no se 

tiene  un  manejo   de 

información   respecto 

al  nuevo      código 

procesal   penal,    al 

momento de calificar 

una   denuncia   por 

faltas, es que muchos 

de    los       hechos 

denunciados        se 

pueden   denotar  que 

no diferencian entre 

un delito, una falta u 

otros,   hay    muchas 

denuncias    que  son 

archivadas porque no 

cumplen     con     el 

presupuesto 

normativa   o    porque 

simplemente    no   es 

competente para 

 aplicación de esta tutela, 

en cuanto la aplicación de 

la eficacia por parte de la 

autoridad 

correspondiente. 

 
El pleno jurisdiccional 

distrital en materia penal y 

proceso penal de cañete, 

en muchas ocasiones se 

pronunciado sobre 

diversos puntos en cuanto 

a la tutela judicial efectiva, 

reconoce que el acceso a 

la justicia es para todos 

persona que acuda         al         

órgano 

jurisdiccional, pero 

también alega que la 

carga   de   la   prueba   en 

todo el proceso lo tiene la 
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   calificarlos con una 

adecuada subsunción 

de los hechos para 

relacionar con la 

materia de imputación 

del delito, así como las 

denuncias mal 

formuladas, dando 

como resultado que el 

proceso se entorpezca 

y regrese a foja cero. 

 agraviada, garantizando 

incluso que si alagravida 

la audiencia de un 

proceso por falta no se 

suspenderá aun si la 

agraviada se presenta sin 

su abogado. Ante esta 

situación el estado 

también ha encontrado 

este problema pero es 

subsumido por parte el 

ministerio de justicia, a 

través de la defensoría 

pública en el área de 

víctimas, donde la 

agraviada al ser víctima de 

una falta, puede asumir 

 

 
Referencia: 

 
 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. EXP. N° 763-2005-PA/TC 

2.- Autor/es TÍTULO Cita (copia textual) RESULTADO 2 Analizar de 
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DESAR 

ROLLO 

DE LA 

AUDIEN 

CIA 

POR 

FALTA. 

No debe suspenderse la 

audiencia, por cuanto el 

agraviado desde la 

formulación de la denuncia 

se halla constituido en 

querellante particular, por 

lo que es de su exclusiva 

responsabilidad e interés el 

probar los hechos 

denunciados; estando el 

Juez únicamente obligado a 

procurar defensa (pública) 

al imputado en el caso no 

tenga abogado de su 

elección. 

 qué manera una defensora pública de 

  la audiencia manera gratuita. 

  en los  

PLENO  procesos  

JURISDICCI  judiciales  

ONAL  por faltas  

DISTRITAL  incide en la  

EN 

MATERIA 

 

- 
tutela 

jurisdicciona 

 

PENAL Y  l efectiva en  

PROCESAL  el Juzgado  

PENAL DEL  de Paz  

AÑO 2010  letrado de  

  Imperial,  

  Cañete –  

  2022;  

referencia: PLENO JURISDICCIONAL DE LA CORTE DE CAÑETE DEL AÑO 2010 
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